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        1830

      

      	
        José Antonio Páez proclama la separación de Venezuela de la llamada Gran Colombia. Se inaugura el Congreso Admirable y Simón Bolívar renuncia al poder. Ecuador se separa de la Gran Colombia. El general José Antonio Sucre es asesinado.


         

      
    


    
      	
        1831

      

      	
        Se decreta la Ley Fundamental que formaliza el establecimiento del Estado de la Nueva Granada.


         

      
    


    
      	
        1835

      

      	
        Unificación de la moneda nacional. La Nueva Granada es reconocida oficialmente por la Santa Sede.


         

      
    


    
      	
        1843

      

      	
        Se aprueba una nueva constitución de carácter centralista alrededor de un ejecutivo fuerte.


         

      
    


    
      	
        1848

      

      	
        Organización, con sus respectivos programas, de los partidos Liberal y Conservador.


         

      
    


    
      	
        1850

      

      	
        Se decretan el fin de los diezmos, la libertad de enseñanza y la expulsión de los Jesuitas; se suprime el monopolio del tabaco y se derogan los resguardos indígenas.


         

      
    


    
      	
        1851

      

      	
        Se deroga el fuero eclesiástico y se aprueba la ley de la abolición de la esclavitud.


         

      
    


    
      	
        1852

      

      	
        Se dicta la ley que establece la libertad de expresión en la prensa y suprime la pena de muerte.


         

      
    


    
      	
        1853

      

      	
        Aprobación de una nueva Constitución con orientaciones federalistas. Se separa la Iglesia del Estado y se establece el matrimonio civil, el sufragio universal masculino y secreto, la elección directa del Presidente y la elección popular de magistrados.


         

      
    


    
      	
        1856

      

      	
        Tiene lugar la primera y única elección presidencial bajo sufragio universal masculino y voto directo en el siglo XIX.


         

      
    


    
      	
        1858

      

      	
        Se decreta la nueva Constitución que establece el sistema federal de la Confederación Granadina.


         

      
    


    
      	
        1863

      

      	
        Se expide en Rionegro la Constitución de los Estados Unidos de Colombia, de marcado corte federal. Se descentraliza el sistema electoral y se adopta una amplia carta de libertades y derechos.


         

      
    


    
      	
        1872

      

      	
        Inauguración del ferrocarril entre Barranquilla y Salgar, símbolo del progreso material tras la liberación del tabaco, que marca el despegue del desarrollo ferroviario.


         

      
    


    
      	
        1878

      

      	
        El Congreso aprueba el Convenio Salgar-Wyse sobre la concesión de la construcción del Canal de Panamá a la Sociedad Civil Internacional.


         

      
    


    
      	
        1880

      

      	
        Rafael Núñez es elegido presidente.

      
    

  


  Las claves del periodo


  Beatriz Castro Carvajal


   


   


   


   


  El periodo de este segundo volumen, 1830-1880, correspondió para Colombia, como para la mayoría de los países latinoamericanos, a una época de cimentación y consolidación de los Estados nacionales, después de la independencia de la Corona española. La delimitación de sus fronteras territoriales, la elaboración de constituciones que orientaran sus formas de gobierno y la definición de políticas económicas, sociales y culturales fueron los aspectos fundamentales de estos nuevos proyectos. Se buscaba que las poblaciones se sumaran e identificaran con el sentimiento de pertenencia a las nacientes repúblicas.


  Para Colombia, Venezuela y Ecuador, el año de 1830 coincidió además con la disolución de la llamada Gran Colombia y, por lo tanto, con el inicio para cada uno de ellos de la construcción de sus respectivos proyectos nacionales. Los capítulos de este volumen presentan diferentes aspectos —sociedad, economía, política, cultura y relaciones internacionales— que brindan un amplio panorama del proceso de formación del nuevo Estado nacional que hoy forma la República de Colombia, en aquellos cinco decenios del siglo XIX.


  El país tuvo varias denominaciones durante el periodo. La Constitución de 1832 le dio el nombre de Nueva Granada, continuando con el del virreinato establecido a finales del siglo XVIII. Con la Constitución de 1858 pasó a llamarse Confederación Granadina hasta 1863, cuando cambió al de Estados Unidos de Colombia, que se mantuvo hasta la Constitución de 1886. En ese año se adoptó el nombre de República de Colombia. También es necesario precisar que el territorio colombiano, además de su extensión actual, abarcaba en ese entonces a Panamá y a una parte de la zona amazónica, que perdió en la guerra colombo-peruana de 1932-1933.


  Uno de los desafíos más manifiestos para la formación del Estado nacional en este periodo fue la unificación del país, frente a un territorio poco poblado y disperso, que comprendía varias regiones geográficas con mercados internos constituidos, cierta autonomía económica y política y con una comunicación difícil y costosa entre ellas, debido en gran parte a sus características topográficas. Sin embargo, la mayoría de la población hablaba el mismo idioma, además de haber compartido la experiencia colonial bajo el poder central del imperio español durante tres siglos.


  En 1830, Colombia tenía una población de un millón y medio de habitantes (entonces, el tercer país de mayor población de Latinoamérica), pero tres cuartas partes del territorio estaban despobladas. La región centro oriental era la más densamente poblada, seguida por los valles interandinos y la costa atlántica. Los habitantes de la región central, alrededor de Bogotá, eran sobre todo mestizos, aunque existía alguna población indígena importante. Predominaban las grandes haciendas y los pequeños minifundios campesinos, con una producción agrícola para la subsistencia que abastecía los mercados locales. En la región oriental, con una población también mayoritariamente mestiza, se destacaban los pequeños propietarios campesinos y los artesanos. En la costa atlántica, el comercio dominaba quizá las actividades económicas. Su población era de origen triétnico, con un componente africano copioso, en particular entre los grupos sociales más bajos. La población de la región noroeste, principalmente de pequeños y medianos propietarios, y comerciantes, que habían acumulado capital en el comercio del oro explotado en las minas a finales del siglo XVIII, era blanca y mestiza, aunque también con alguna población esclava. El sudoeste mantenía la estratificación de la época colonial, con una población blanca y mestiza junto con población esclava importante que trabajaba en las minas de oro y las haciendas —cuya producción abastecía los mercados regionales—, y una población indígena apreciable asentada especialmente en los resguardos.


  Para 1880, la distribución de la población había cambiado. La región occidental había tenido un crecimiento significativo, debido en gran parte a una política de Estado que fomentó la colonización de nuevos territorios. Como se observa en el capítulo «Población y sociedad», este proceso no fue uniforme. Se caracterizó más bien por su dinamismo, y «con variaciones en cuanto a ocupación y tipos de colonizadores, que se transformaba a medida que la población avanzaba tanto por las cordilleras y selvas, como por las planicies y vertientes. Adquirió así una dinámica propia, enriquecida por los sucesos locales, lo que ha hecho siempre muy difícil incluir todas sus variantes en un solo “modelo simplificado” de ocupación del suelo».


  Tal proceso afectó a casi todas las regiones colombianas durante el siglo XIX. Pero como ha señalado Jorge Orlando Melo hubo diferencias regionales, determinadas esencialmente por la forma en que actuaron algunos empresarios. Unos pretendieron controlar a los colonos fundando pueblos, otros actuaron contra las poblaciones y otros disputaron los espacios a los cultivadores primitivos. Algunos más vendieron parcelas y valorizaron las fronteras al fundar economías de subsistencia y fortalecer a grupos de medianos empresarios. Otros invitaron a gentes humildes a fundar pueblos y así tener mano de obra cercana y disponible para laborar en las nuevas haciendas. Entonces, para comprar la tierra prometida, los colonos tuvieron que fortalecer nuevos sistemas laborales, implementados en haciendas de caña, ganado y cacao. Hubo otros empresarios capitalistas que dirigieron sus esfuerzos hacia la selva, interesados en extraer productos como la tagua, la quina y el caucho. A estas empresas no se llevaban pobladores, sino trabajadores y, mientras se agotaban las reservas, se fundaban campamentos que luego se levantaban y trasladaban a un nuevo centro de extracción. Durante la primera etapa de la colonización del occidente colombiano, la más importante en este periodo, las nuevas tierras fueron abiertas en su mayoría por un número de campesinos independientes, fuente de cierta movilidad social.


  A pesar de que el 90 por ciento de la población era rural, dedicada predominantemente a actividades agrícolas y pecuarias, la población urbana mostró cierto dinamismo en los centros más importantes. Algunas ciudades coloniales como Popayán, Cartagena y Tunja perdieron su importancia política y económica, aunque se mantuvieron como centros educativos. A su lado fueron consolidándose nuevos desarrollos urbanos como Medellín, Barranquilla y Cali, debido sobre todo a su vitalidad económica. Es tal vez en los centros urbanos donde se logran apreciar muchos de los cambios ocurridos en este periodo, como las principales transformaciones en una sociedad jerárquica, con grupos estamentales definidos y delimitados. El proceso de mestizaje, la participación en el ejército y en la educación sin distingos de categorías sociales, junto con la ampliación de las ocupaciones y la aparición de nuevos oficios, fueron algunos de los hechos que transformaron lentamente la rígida sociedad de la época colonial y dieron paso a la conformación paulatina de los grupos medios.


  El crecimiento demográfico de la población colombiana fluctuó entre el 1,6 y el 1,8 por ciento en el siglo XIX, similar al de Europa en la misma época y un poco más alto que el de algunos países latinoamericanos. La tasa de mortalidad disminuyó de 40 por mil a 30 por mil, reflejo de algunas mejoras en las condiciones de infraestructura sobre todo urbana. Y la estructura demográfica se mantuvo piramidal, con un 43 por ciento de la población menor de los 15 años. Lo que nos muestra una población estable hasta 1870 y «cuasi» estable en las tres últimas décadas del siglo.


  Las decisiones sobre las políticas económicas durante el periodo, como lo expone Frank Safford en el capítulo «El proceso económico», estuvieron centradas en tratar de abrir el mercado, restringido hasta entonces a la exportación de oro al imperio español, y de integrarse al desarrollo capitalista mundial. En 1830, las condiciones de infraestructura de transporte sobresalían entre las mayores limitantes del desarrollo comercial, tanto de exportación como de importación de cualquier producto y, por lo tanto, de la integración de las diferentes regiones. La comunicación se realizaba básicamente a través de caminos de herradura, por donde circulaban mulas y hombres cargadores en terrenos muy difíciles de transitar. Hubo, no obstante, algunos avances de significado en las vías de comunicación: la introducción de la navegación de buques de vapor en el río Magdalena, que, por atravesar gran parte de la zona central del territorio colombiano, era la columna vertebral del país; el inicio de la construcción de algunas líneas férreas; y el montaje exitoso del telégrafo. Además de los obstáculos de comunicación, el nuevo Estado tuvo que afrontar serios problemas financieros, agravados por una deuda de un poco más de tres millones de libras esterlinas, generada durante el proceso de independencia, junto con la dificultad de generar ingresos debido a una economía más bien pobre, centrada en la agricultura y ganado, con una circulación restringida de la producción al mercado nacional, y frente a la imposibilidad de recaudar mayores impuestos por las debilidades políticas del Estado.


  A mediados del siglo XIX, la exportación del tabaco y la quina abrieron la posibilidad al país de insertarse en el mercado internacional. José Antonio Ocampo ha descrito el comportamiento económico del periodo como de «producción-especulación»: «Una manera de proceder de un país periférico para aprovechar las oportunidades momentáneas en el mercado internacional, sin hacer inversiones productivas de largo plazo». Como observa Safford, esta caracterización se puede aplicar claramente sobre todo a la explotación de la quina, que, en Colombia —como en Ecuador, Perú y Bolivia—, «funcionó nada más como la rapiña de un producto natural». Así también podría denominarse el ciclo exportador de productos como el tabaco o el algodón, que no requirieron, en las circunstancias del momento, cuantiosas inversiones a largo plazo. Otros productos como el añil, el cacao o el café requerían importantes inversiones iniciales, hasta cinco años en el caso de los dos últimos, para sus primeras cosechas. En tales casos, según anota Safford, se necesitaban «compromisos de más largo plazo». Las cualidades de los distintos productos determinaban la posibilidad de explotar la coyuntura. La falta de inversiones sustanciales de largo plazo se debía, por supuesto, a las condiciones económicas colombianas, de escaso capital y altos intereses en el crédito. De todas formas, la apertura económica con la exportación de los productos tropicales propició el desarrollo de las vías de comunicación y la creación de los primeros bancos en el país. Era la primera vez que se lograba tener éxito en la exportación de productos diferentes a los metales, sobre todo el oro.


  Políticamente, después de la separación de la Gran Colombia, el naciente Estado colombiano se apoyó en los modelos de las constituciones de Francia y Estados Unidos, basadas en instituciones liberales, como se presenta en el capítulo de Fernando Botero «La vida política». Para sus derechos territoriales y definición de fronteras, según lo muestra a su turno el capítulo de Isabel Clemente Batalla «Colombia en el mundo», el país adoptó el principio uti possidetis juris. Clemente examina cómo, durante el periodo, el país mantuvo una política exterior proactiva, con la que se buscó el reconocimiento internacional sobre los principios hispanoamericanos de libertad republicana, americanismo y anticolonialismo.


  Uno de los mayores problemas que enfrentó la nación emergente fue, sin embargo, de orden interno: lograr el equilibrio entre las fuerzas de las diversas regiones. En 1830, ninguna provincia tenía el poder económico, ni la capacidad fiscal ni militar para imponer su hegemonía política sobre las demás, o unificar al país en torno a intereses específicos. En el capítulo «La vida política» se muestra cómo la guerra civil de los Supremos (1839-1842) fue una manifestación de esta realidad, una lucha que tuvo diferentes escenarios regionales sin ninguna coordinación o liderazgo nacional. Terminados los enfrentamientos, las identidades políticas comenzaron a cristalizarse en dos partidos —el liberal y el conservador— que han sobrevivido hasta nuestros días. Las razones para la demarcación política hacia uno u otro partido fueron complejas. Las diferencias sociales y económicas entre los distintos bandos no eran claras. En cualquier caso, los partidos políticos eran multiclasistas y cubrían todo el territorio nacional. Y a pesar de todas sus diferencias, y los estragos que causaban con frecuencia sus disputas, los partidos fueron de las pocas fuerzas políticas unificadoras de la nación.


  La conformación de la vida política del país estuvo acompañada del establecimiento de las reglas de juego para seleccionar gobiernos a través de las elecciones. Se abrieron nuevos espacios de participación, sobre todo con la adopción del sufragio universal masculino en 1853. Hubo asimismo experimentos con la elección directa de presidente en 1856. Sin embargo, con el advenimiento en firme del federalismo a partir de 1863, se descentralizó el sistema electoral y se regresó al sistema electoral indirecto para elegir presidentes de la República, mientras que algunos estados federales reintrodujeron restricciones al sufragio masculino. Las elecciones, como se señala en el capítulo de Botero «La vida política», «fueron frecuentes y constantes como legitimación del poder a lo largo del periodo». Botero también advierte que «aunque estuvieron plagadas de vicios e irregularidades por parte de ambos partidos [...] y motivaron enfrentamientos violentos», las elecciones «sirvieron para abrir espacios democráticos».


  Las diferentes constituciones proclamadas durante este periodo fluctuaron entre las de orientación centralista, como fueron las de 1832 y 1843, y las de tendencia federalista, como las de 1853 y 1863. Todas buscaban, de una manera u otra, la integración del territorio, la reducción de las presiones regionales y partidistas, y el aplacamiento de los enfrentamientos bélicos. El último intento federalista más radical en 1863 buscaba disminuir las tensiones regionales, reglamentando homogéneamente el estatus jurídico de los diferentes estados de la unión, aunque los gobiernos mantuvieron y practicaron un estilo de administración a escala nacional. Fue un intento positivo, pero no logró avanzar decididamente en la unificación de la nación.


  Hay que resaltar que a mediados del siglo XIX, como bien lo señaló David Bushnell, hubo un cambio generacional en la política: asumían la responsabilidad los primeros líderes educados en escuelas republicanas, expuestos a una variedad de ideas extranjeras mucho más amplias de lo que era posible antes de la independencia. En esta nueva generación predominaron las ideas liberales, reflejadas en las legislaciones adoptadas durante el periodo.


  El libre cambio se introdujo cuando las exportaciones, sobre todo las del tabaco, crecían frente a las perspectivas favorables del mercado internacional. Su introducción provocó tensiones y enfrentamientos con sectores opositores, en su mayoría artesanos, productores de textiles y cuero que circulaban en el mercado doméstico. Tales conflictos tuvieron lugar a través de formas de sociabilidad modernas, manifiestas en discusiones políticas abiertas y numerosas publicaciones.


  Otras políticas liberales fueron las relacionadas con los grupos sociales minoritarios constituidos durante el periodo colonial: indígenas y esclavos. Estas medidas, enmarcadas en el contexto de los reformistas liberales latinoamericanos, cumplieron la tarea de limpiar la estructura legal de privilegios individuales o corporativos, heredados del régimen colonial, y de suprimir la mayoría de las restricciones más notorias —políticas, religiosas y económicas— que se oponía a la libertad individual.


  Con relación a los indígenas, la política principal fue la supresión de los resguardos, tierras comunales asignadas durante el periodo colonial para congregarlos en lugares establecidos y así lograr mayor control para el cobro de los tributos. La supresión de los resguardos también se puede entender como un intento de incorporar la mayoría de las tierras posibles al mercado. Tuvo mayores logros en las regiones del centro y oriente, pero menos alcances en la región sudoccidental, donde eran más numerosas las hectáreas englobadas en los resguardos. Con respecto a los esclavos, el objetivo final de la política fue la abolición de la institución de la esclavitud, proceso gradual que se inició con la supresión del comercio de esclavos, seguido de la ley de manumisión hasta la total liberación a mediados del siglo XIX.


  Para el Estado-nación en formación, con un ideario liberal, era imposible mantener la situación privilegiada de la Iglesia católica durante el periodo colonial. Varias legislaciones fueron quitándole prerrogativas a la Iglesia católica durante este periodo, hasta la Ley de Desamortización de los Bienes de Manos Muertas en 1863. La situación de la Iglesia cambió drásticamente durante los años cubiertos en este volumen. Su papel en la educación fue tal vez el que motivó más discusiones y enfrentamientos, tanto que las políticas educativas, centrales al programa liberal, sirvieron como detonante de la guerra civil de 1876. La confianza en que la educación podía moldear a los individuos y convertirlos en ciudadanos respetuosos de las autoridades fue uno de los pilares reformadores de la dirigencia política colombiana del siglo XIX.


  En el capítulo «La cultura» de Gilberto Loaiza éste observa que «la implantación de proyectos educativos propició la comunicación con modelos de sistemas escolares de otros países, el diálogo con ideólogos de la instrucción pública, la importación de literatura pedagógica, y la adopción de métodos de enseñanza». Las primeras reformas educativas seculares tuvieron lugar durante el gobierno de Santander, en la década de 1830, cuando se estimuló la educación primaria, se abrieron también nuevas escuelas secundarias y se volvió a instaurar el controvertido tratado de Jeremías Bentham sobre principios de legislación en los estudios de derecho. En las siguientes décadas, existió un interés primordial en el desarrollo de la educación primaria. Sin embargo, los éxitos fueron moderados porque se dependía en gran medida del apoyo local. Loaiza también señala que «las reformas educativas más radicales en la década de 1870 tuvieron una apariencia más integral en la definición de las tareas del Estado, la organización de un aparato administrativo, la aplicación de un modelo pedagógico y la difusión de un ideal de unidad nacional». Según las cifras más optimistas registradas en su capítulo, entre 1872 y 1880, las escuelas normales admitieron 1.038 estudiantes, de los cuales el 55,6 por ciento eran hombres y el 44,4 por ciento, mujeres. Durante el periodo radical se fundaron veinte escuelas normales, una contribución nada despreciable, sobre todo cuando se tiene en cuenta que, de acuerdo con el censo de 1871, sólo existían entonces 1.729 maestros, además de los 1.395 curas que también podrían estar vinculados a las tareas educativas. Al lado de las escuelas normales, se fundó en 1867 la Universidad Nacional como el centro de educación superior del Estado, hecho que permitió la consolidación de algunas profesiones ya existentes como el derecho, la medicina y la ingeniería, así como el paulatino fortalecimiento de nuevas profesiones. El régimen radical también había reabierto la Biblioteca Nacional en 1868, y en 1874 comenzó la reorganización de las bibliotecas del Congreso y del Secretariado de Relaciones Exteriores. Además, entre 1872 y 1876 se instalaron bibliotecas en todas las capitales de los estados federales, que servirían de apoyo a las actividades de las escuelas normales.


  El capítulo «La cultura» dedica atención al desarrollo de la prensa. La libertad de prensa fue otra política sustancial propiciada por los liberales a través de diversas publicaciones periódicas y de panfletos, y de la difusión y circulación de libros. En las décadas anteriores se había ejercido cierta censura y autocensura a posteriori en los impresos mediante la existencia de jurados de imprenta. Durante la etapa, sin embargo, se incrementó el número de talleres de imprenta y de títulos de publicaciones periódicas. Su desarrollo tuvo lugar sobre todo en los principales centros urbanos, pero cubrió las distintas regiones de la geografía nacional. Según Loaiza, «el aumento de establecimientos dedicados a la producción de impresos fue, en buena medida, el resultado de inversiones de personas relacionadas con la actividad política que hicieron para el montaje de talleres y la redacción de periódicos». Igualmente señala que para 1854 se registraban unos 30 lugares de venta de libros en el país; la cifra se elevó a 88 durante las décadas de 1870 y 1880. El 60 por ciento de tales lugares se encontraba en Bogotá y en los principales distritos del estado de Santander.


  En el citado capítulo, Loaiza observa que la proliferación del libro durante la segunda mitad del siglo XIX estuvo acompañada de diversas formas de lectura, incluidas las colectivas, que estaban relacionadas a las nuevas formas de asociaciones modernas, como las sociedades «democráticas» y «católicas», y las tertulias literarias. También sobresalían los nuevos sitios urbanos de reunión y consumo —las tiendas y posadas—, que fueron de igual forma puntos habituales de conversación y de lectura. Todos estos nuevos espacios de agrupación y lugares de esparcimiento fueron, además, ámbitos donde se propició y estimuló la libre circulación de la opinión pública y la discusión de ideas.


  Años anteriores, el gobierno liberal de mediados del siglo había organizado, promovido y financiado la Comisión Coreográfica a cargo del geógrafo Agustín Codazzi, para profundizar sobre el conocimiento del territorio nacional y elaborar mejores y más precisas cartas geográficas, cuestión fundamental para el Estado nacional en formación y consolidación. La publicación de libros de escritores colombianos que exhortaban y describían la vida común en el país —la llamada literatura costumbrista—, junto con pinturas de estampas de los diferentes grupos sociales y de sus principales actividades, intentaban igualmente darle sentido a la naciente nación colombiana.


  El periodo de este volumen, en fin, evidencia por encima de todo los diferentes intentos, algunos errados, otros acertados, de construir un Estado nacional moderno en el marco de las ideas liberales del momento: la transformación hacia una sociedad de individuos libres e iguales, bajo los criterios de una democracia más incluyente, hacia una economía de mercado, hacia la libertad de prensa y hacia la promoción de la educación laica y universal.


  La vida política


  Fernando Botero Herrera


   


   


   


   


  Tras la disolución de la Gran Colombia en 1830, la Nueva Granada surgió como república independiente. Consolidada la emancipación de España y malograda la unión con Venezuela y Ecuador, los esfuerzos para establecer el nuevo Estado nacional se apoyaron en una Constitución inspirada en los modelos de Francia y Estados Unidos, basados en instituciones políticas liberales, defensoras de las libertades individuales. Una primera Constitución, expedida en 1830, no llegó a aplicarse, pues ya era un hecho la desintegración de la Gran Colombia. Fue la Constitución de 1832 la que le dio al país el nombre de Nueva Granada hasta 1858, cuando pasó a llamarse Confederación Granadina, que mantuvo hasta 1863, cuando cambió al de Estados Unidos de Colombia, que perduró hasta la Constitución de 1886. Ese año se adoptó el de República de Colombia que aún guarda en la actualidad.


  Como recuerda el historiador Álvaro Tirado Mejía, con la desmembración de la Gran Colombia se eligió la doctrina del derecho internacional uti possidetis, por medio del cual se acogían y respetaban las mismas divisiones administrativas que habían regido bajo el imperio español. Panamá, por tal razón, hizo parte de Colombia hasta 1903, cuando fue segregada a raíz de los intereses creados en torno al canal interoceánico. Los nombres del nuevo Estado, y buena parte de las instituciones económicas y jurídicas, permanecieron apegados al legado colonial hasta mediados del siglo —este territorio se había llamado virreinato de la Nueva Granada—. La ruptura de la independencia no se reflejó inicialmente en un nombre que simbolizara un nuevo orden, sino que, por el contrario, sus diferentes nombres siguieron atados al antiguo régimen. Sólo hasta la Constitución federal de 1863, inspirada en el modelo federal estadounidense, se acogió el nombre de Estados Unidos de Colombia, que le hacía eco también a la fallida alianza con Venezuela y Ecuador.


  Como afirma David Bushnell, el establecimiento de una Constitución formal y una serie de instituciones liberales le dieron a la Nueva Granada mayor estabilidad en relación con buena parte de los países de América Latina. Dicha estabilidad, sin embargo, se refiere al periodo que va de la independencia hasta mediados de siglo, salvo, según el mismo autor, «la muy confusa guerra de los Supremos» (1839-1842). Pero una cosa era la formulación jurídica y otra, la realidad cotidiana. Tras la independencia, seguía el reto de construir o inventar la nación a partir del legado del imperio español en América. En particular, la construcción nacional se enfrentaba a la diversidad regional que, como bien señala Germán Colmenares, había hecho parte de dicho imperio por más de tres siglos. Nación y regiones fueron, sin embargo, construcciones paralelas en una secuencia que marca el desfase entre las distintas constituciones que pretendían encuadrar el desarrollo del país y la realidad socioeconómica, política y cultural, característica importante del periodo.


  Durante el siglo XIX se privilegiaron los cambios constitucionales al expedirse seis cartas fundamentales: en 1832, 1843, 1853, 1858, 1863 y 1886. Sin embargo, también se realizaron esfuerzos por modernizar el país y ponerlo a tono con las transformaciones mundiales. Pero estas reformas a su vez chocaron con otras realidades y motivaron conflictos y movimientos sociales que a veces iban más allá de la retórica de las ideas liberales promovidas por jóvenes republicanos con poca experiencia en el manejo de la política e imbuidos de ideologías trasplantadas al medio, sin ningún esfuerzo de adaptación o de reelaboración. La necesidad de desarrollar al país y de insertarlo en la economía internacional en un contexto de pobreza, atraso cultural y económico, en condiciones geográficas difíciles y oscilando entre el centralismo y el federalismo, constituye en líneas generales el marco sobre el cual transcurrió el medio siglo que va desde 1830 hasta 1880.


   


   


  La administración del general Santander (1832-1837)


   


  Simón Bolívar —quien hasta entonces había presidido los destinos de la Gran Colombia— renunció al poder, abandonó Bogotá y murió en Santa Marta en 1830. El hombre fuerte era ya Francisco de Paula Santander, quien había sido su vicepresidente y gran colaborador en la Nueva Granada durante las guerras de independencia, pero también se había convertido en su rival. El ambiente político frente al libertador en sus últimos días en la Nueva Granada se había enrarecido y fue una lucha por el poder. José Manuel Restrepo, su secretario de gobierno, anotaba que, si hubiera permanecido por más tiempo en la capital, se temía un nuevo atentado contra su vida como el del 25 de septiembre de 1828.


  Luego del retiro de Bolívar, se eligió como presidente en 1830 al payanés Joaquín Mosquera, hermano mayor del varias veces presidente de Colombia general Tomás Cipriano de Mosquera. Joaquín Mosquera fue depuesto sin mayor resistencia por un efímero golpe militar del general venezolano Rafael Urdaneta en agosto de aquel año, fruto de los roces entre civiles radicados en Santafé de Bogotá y militares venezolanos cercanos al libertador. Éstos contaban con aliados civiles y religiosos opuestos a la administración de Mosquera y su vicepresidente Domingo Caicedo, por sus supuestas alianzas políticas con sectores amigos de las ideas liberales y cercanas a Santander. Pero el gobierno de Urdaneta, enfrentado a los generales José María Obando y José Hilario López, se cayó a comienzos de 1831.


  Obando y López, quienes habían combatido la dictadura de Bolívar, llamaron a elecciones para la Convención, luego de proclamar a Santander —que se hallaba entonces fuera del país— para la presidencia. Se procedió así a redactar la primera Constitución de la Nueva Granada, que comenzó a regir en 1832. Esta Constitución restringía el derecho al voto, exigiendo requisitos de propiedad o ingresos y de educación (alfabetización), aunque este último se pospuso hasta 1850, y abolió el fuero militar —el privilegio que habían tenido anteriormente los militares para no ser juzgados por la jurisdicción ordinaria o civil—. Adicionalmente, se realizaron purgas entre los oficiales que apoyaron a Urdaneta y se disminuyó el tamaño del ejército.


  Según Bushnell, en la historia del país se han dado varios modelos de conducta electoral. El primero de ellos, que adoptó el Congreso de Cúcuta para la Gran Colombia y siguió vigente hasta la Constitución de 1853, fue el sistema de elecciones indirectas por medio del sufragio restringido. Éste permitía el derecho de votar sólo a los hombres que tuvieran una cantidad mínima de renta o propiedad, o que en su defecto ejercieran algún oficio de manera independiente; además, se estableció el requisito de alfabetismo, pero sólo en teoría, puesto que —como ya se dijo— se aplazó su implementación práctica. Además, el elector no votaba por su candidato predilecto, sino por unos «electores» que se reunirían en asamblea para hacer la selección definitiva (voto indirecto).


  Una vez despejado el terreno de seguidores de Bolívar, el general Santander llegó a la presidencia de la Nueva Granada para ejercer por cuatro años, tras una cómoda victoria electoral de 1.012 votos contra 121 para el malogrado Joaquín Mosquera, y 130 votos para otros. Santander ha sido reconocido a lo largo de la historia por sus dotes administrativas desde su vicepresidencia de la Gran Colombia. Sin embargo, también se caracterizó por un espíritu sectario y excluyente frente a los antiguos amigos del libertador cuando estuvo en el poder. Alberto Lleras Camargo, quien fuera presidente de Colombia en los años sesenta del siglo XX, observó que Santander, además de hombre de las leyes, era implacable con sus enemigos: «El presidente es duro y tajante como un sable y tiene a su manera peculiar de aplicar la ley, cuando se trata de conspiradores. Fusila sin vacilaciones, como en los tiempos de Barreiro y sus compañeros. Jamás concede un indulto y a los conspiradores que se le escapan los vuelve a coger y los ejecuta. Santander además desconfía de todo el mundo». Un caso ilustrativo fue la ejecución en 1834 del general José Sardá, un viejo militar español que hacía parte de la conspiración fraguada contra Santander, calificada por Alberto Lleras como «la más cruel ejecución de nuestra historia». Junto con Sardá fueron ejecutados otros 17 presuntos conspiradores en la plaza mayor de Bogotá, escena que fue observada por Santander desde una ventana y luego de no aceptar la clemencia que el tribunal le había solicitado para siete de los casos. Solamente Manuela Sáenz, la amante de Bolívar fue enviada al exilio. Este episodio, así como el atentado años atrás contra el libertador Simón Bolívar, por individuos muy cercanos a Santander y que no actuaron sin consultar con él, empañan la reputación histórica del «hombre de las leyes».


  Es necesario, sin embargo, reconocer los logros de su administración. Santander recibió un país con unas finanzas precarias y una pobreza generalizada, pero poco a poco el presupuesto produjo algunos excedentes y, en líneas generales, su gobierno mantuvo cierta solvencia, esforzándose por reducir el gasto militar. Su manejo de la política económica fue prudente, tratando de mantener un equilibrio en las finanzas públicas y de no provocar cambios bruscos que afectaran a los productores nacionales. Su política económica fue moderadamente proteccionista, elevando algunos aranceles para proteger la incipiente industria local de tejidos artesanales y la manufactura de algunos productos (loza, vidrio, papel y tejidos de algodón) en la región cercana a Bogotá. Como recuerda Bushnell, Santander usaba de manera ostentosa ropa elaborada con telas de fabricación local en búsqueda de beneficios políticos, aunque en su residencia la decoración había sido realizada con muebles y enseres traídos del exterior. Desde 1822, cuando fue vicepresidente, intentó vincular políticamente a los artesanos a la sociedad popular que había sido creada aquel año.


  El pensamiento liberal de Santander se manifestó con claridad en la importancia concedida a la educación primaria. Aunque los esfuerzos realizados en este campo no se tradujeron en cambios significativos, sí lograron un cierto aumento de la cobertura educativa. No obstante, ésta alcanzaba solamente al 15 por ciento de la población en edad escolar —superior a la correspondiente en Venezuela con una economía más próspera que la de la Nueva Granada—. También se preocupó por estimular la educación secundaria y restauró la enseñanza de las doctrinas utilitaristas del inglés Jeremías Bentham, que habían sido abolidas durante la dictadura de Bolívar. La adopción de los textos de Bentham se convirtió en fuente de disputa con sectores políticos cercanos a la Iglesia católica, que rechazaba al utilitarismo por su contenido materialista mientras defendía una educación escolar religiosa.


   


   


  La guerra de los Supremos


   


  El ambiente político estaba todavía impregnado por los viejos odios heredados por las discordias entre Bolívar y Santander, fruto de las pasiones y los intereses de sus respectivos séquitos y fuerzas políticas en competencia por el control del poder. Estos conflictos se renovaron y acentuaron entre los partidarios de uno y otro candidato para la presidencia de la República: el general José María Obando y José Ignacio de Márquez.


  En 1837, José Ignacio de Márquez derrotó en las elecciones (con el 38,6 por ciento de los votos) al candidato favorito de Santander, el general José María Obando (33,5 por ciento), y a otro santanderista, Vicente Azuero (10,2 por ciento). Estos resultados reflejaron las divisiones de los anteriores amigos de Santander —entre los que se contaba Márquez— y la animadversión que despertaba la figura del general Obando, tanto entre antiguos sectores bolivarianos como entre amigos de Márquez desencantados y distanciados de Santander. Este último afirmó que acataba la decisión del Congreso de dirimir la pequeña diferencia electoral a favor de Márquez para la presidencia de la República, aunque este candidato estuviera inhabilitado constitucionalmente para serlo, según Santander, por haber sido vicepresidente en el periodo anterior. Se trataba de esta manera de deslegitimar las elecciones al arrojar un manto de duda sobre los procedimientos utilizados y, al mismo tiempo, mostrar su antipatía y descontento por Márquez.


  Tales elecciones, como afirma Bushnell, sobresalieron en el contexto latinoamericano porque el candidato Obando, apoyado por el presidente Santander al final de su mandato, fue derrotado en las urnas, y el resultado se aceptó de manera inmediata sin violencia. Sin embargo, al poco tiempo estalló una guerra civil muy cruenta, que inició la dinámica perversa de guerras civiles a lo largo del siglo XIX.


  Márquez presidió un gobierno moderado que buscó la reconciliación con los bolivarianos más destacados, como los generales Pedro Alcántara Herrán y Tomás Cipriano de Mosquera. No obstante, a la mitad del periodo, en 1839, se prendió la chispa de la llamada guerra de los Supremos por un motivo relativamente trivial: el cierre de unos conventos menores en la ciudad de Pasto. En realidad el conflicto reflejaba las rencillas y conflictos exacerbados por los ataques apasionados de algunos políticos cercanos al presidente Márquez contra Obando, a quien se acusaba de la muerte del mariscal Antonio José de Sucre, ocurrida en 1830. Aunque nunca hubo pruebas contundentes que demostraran su participación en el asesinato, el proceso contra Obando se reabrió unos diez años después de ocurrido, con el ánimo de atacar la figura del general y debilitarlo políticamente para las siguientes elecciones presidenciales. El mismo Obando había presagiado la guerra al quejarse de que el presidente Márquez se hubiese «entregado a las intrigas» de Mosquera, quien no veía «la hora de vengarse de un modo vil e infame. Si Márquez sigue así, va a concluir su periodo dejando al país en completa anarquía y en abierta guerra […] Yo no veo sino pólvora regada sobre la república; y todos debemos empeñarnos en recogerla antes que una chispa la incendie».


  La guerra de los Supremos, al decir de Bushnell, fue «confusa y muy contradictoria». Pero si se mira con cierto detalle, se puede constatar que se trató en realidad de diversos movimientos regionales que expresaron su descontento con el gobierno, su simpatía por Obando, y se fueron sumando a la causa, sin un plan conjunto ni coordinación nacional, atizados por caudillos locales con intereses distintos que se autodenominaron «jefes supremos», como el coronel Salvador Córdoba en Antioquia. La guerra se intensificó a mediados de 1840, poco después de la muerte del general Santander, ocurrida en mayo del mismo año, quien se había convertido desde el Congreso en el principal opositor al gobierno de Márquez. Las confusiones y contradicciones se hicieron evidentes en algunas de las posturas de Obando, quien, una vez desaparecido Santander, se convirtió en la cabeza visible y en el líder de un sector político opuesto a Márquez, que trató de capitalizar la herencia política de Santander. Así pues, como principal protagonista de la guerra en la zona de Nariño, Obando se declaró no sólo «supremo director de la guerra en Pasto, general en jefe del ejército», sino también «restaurador y protector de la religión del Crucificado» cuando ni el general Santander ni sus partidarios se habían considerado en el pasado cercanos ni especialmente amigos de las causas religiosas. En este mismo sentido, La Bandera Nacional, el órgano de prensa de Santander y sus amigos —de oposición al gobierno, y dirigido por los liberales Lorenzo María Lleras y Florentino González—, había manifestado también su rechazo a ese tipo de manifestaciones que consideraban arcaicas. Incluso, en los comienzos de la guerra, Lleras ofreció al gobierno de Márquez sus servicios para reprimir el levantamiento en Pasto, pues como recordaría más tarde su nieto Alberto Lleras Camargo: «Le repugnaba ese ambiente medioeval de las procesiones en la vieja plaza de la ciudad del galeras [Pasto], con el padre Villota a la cabeza, montando un caballo blanco, y como Girolamo Savonarola, llamando a la guerra santa a los herejes de Bogotá».


  En sus Apuntamientos para la historia (1842), Obando narró a su vez cómo había esperado inútilmente que el gobierno lo llamara para ayudarle a resolver el problema de Pasto. Consideraba que él estaba en condiciones de hacerlo de manera pacífica, dado su mayor prestigio en esta zona. Pero el gobierno prefirió enviar al general Herrán, quien intervino de manera violenta para combatir, según Obando, a «800 pastusos desprevenidos, mal armados y peor dirigidos», cegando la vida de 300 de ellos, tachados de «bárbaros». «¿Quién era el bárbaro los 300 o Herrán?», se preguntó Obando al repudiar los hechos. Pero la desconfianza del gobierno frente al general Obando era grande. Según Mosquera, temía que, si se le encomendaba esta misión, se tomaría el poder «a la bayoneta». Así que poco a poco las circunstancias llevaron a Obando a la cabeza de la sublevación en Pasto. Luego de derrotar a Obando en 1840, el general Herrán había negociado con él y logrado su entrega, ofreciéndole un trato justo en el juicio que se le adelantaba sobre la muerte de Sucre. No obstante, los eventos posteriores mostraron parcialidad, falta de garantías y arbitrariedad frente a Obando. Sumados a las intrigas de su gran rival Tomás Cipriano de Mosquera, tales hechos lo llevaron de nuevo a alzarse en armas, no sin antes retar a Mosquera a un duelo «en el campo del honor», que tuvo lugar en Bogotá, donde Mosquera había hecho circular un panfleto en el que afirmaba que detrás de la revolución de Pasto estaba Obando.


  En esta encrucijada, Obando, según un argumento repetido en muchos textos de historia y recogido por el historiador Frank Safford, «viéndose rodeado de enemigos que aparentemente conspiraban para destruirlo, el 5 de julio […] se fugó del sitio en donde lo tenían confinado y poco después volvió a declararse en rebelión».


  La rebelión de Obando en el sur —antecedida de movimientos en la provincia de Vélez en Santander, y en Casanare— fue seguida por insurrecciones en el resto del país: en las provincias de Tunja, Socorro, Antioquia, Santa Marta, Cartagena, Mompox y Panamá, agitaban la bandera de la «federación». Mientras tanto, el infatigable Mosquera prometía al general Juan José Flores, presidente del Ecuador, entregarle una porción de la provincia de Pasto, a cambio de la ayuda militar para combatir a los sublevados del sur. Ante tales promesas, Obando incluyó entre sus causas la libertad y la integridad de los territorios de la Nueva Granada y del Ecuador, la protección de la religión y la federación, a pesar de que anteriormente había pensado que ésta debilitaría al país.


  Obando —caudillo político y militar muy popular en el sur, pero con apoyos importantes de otros líderes militares en el resto del país— movilizó a la población negra del Patía y, después de algunos reveses militares, ofreció la liberación de los esclavos que se sumaran a sus tropas. También fue clara cierta división de clases en otros de los levantamientos. Por ejemplo, en Cartagena, Juan José Nieto —un mestizo que había visto frustrado su ascenso al Congreso— movilizó a los artesanos y a la población pobre del barrio Getsemaní. En Antioquia, según Safford, «las dimensiones clasistas fueron menos evidentes». Sin embargo, María Martínez de Nisser —quien apoyó al gobierno de Márquez— dejó una valiosa narración de su participación en las tropas voluntarias en su Diario de los sucesos de la revolución en la provincia de Antioquia en los años de 1840-1841, publicado sólo hasta 1983, donde sostuvo una clara visión clasista de la guerra: el partido «ministerial» (amigos de Márquez) de la población antioqueña de Sonsón, donde ella vivía en compañía de su esposo de origen sueco, estaba conformado por «la jente decente», mientras que la «plebe» pertenecía a «la facción» opuesta al presidente Márquez. Según Martínez de Nisser, los seguidores de Obando le habían dicho al pueblo que el coronel Salvador Córdoba —jefe militar en Antioquia del lado de Obando— se había armado con su partido para defender la religión: «Los bienes de los ricos serán distribuidos entre los pobres; y que sus jornales serían aumentados i mejor pagados, razón por la cual toda esa jente ignorante, ha abrazado ciegamente ese odioso partido».


  Obando fue derrotado por las tropas gobiernistas al mando de los generales Herrán y Mosquera, con apoyo del general Juan José Flóres del Ecuador en 1840. Poco a poco el gobierno sometió a los demás insurgentes del resto del país. En Antioquia, el coronel Córdoba —hermano del prócer de la independencia José María Córdoba— fue vencido en la batalla de Salamina el 5 de mayo de 1841, y luego fusilado sin orden de juicio por el general Mosquera.


  La guerra de los Supremos «fue larga y devastadora». Duró casi dos años y medio —29 meses—, si se tienen en cuenta todas sus variantes regionales, desde enero de 1840 hasta mayo de 1842. Sus efectos económicos y políticos, aparte de sus numerosos muertos, fueron considerables. Desde el punto de vista político, la guerra tuvo un impacto significativo en la formación y construcción de bandos y lealtades políticas que luego dieron origen a los dos partidos políticos surgidos a mediados del siglo: el liberal y el conservador. «Ninguna otra revolución colombiana ha sido más cruenta», observó mucho después el expresidente de Colombia, Alberto Lleras Camargo: «Fue también ella, sin duda, la que marcó y parceló el territorio colombiano con el peor estigma de violencia partidaria, y señaló las aldeas como liberales o conservadoras para siempre […] Tal vez la extrema dureza de las guerrillas del Sur, especialmente en Patía y en Pasto, los llevó a pensar que todo enemigo perdonado regresaba a la lucha tarde o temprano».


  Para Bushnell, la guerra de los Supremos tuvo importantes repercusiones políticas: el gobierno de Márquez debió acercarse cada vez más a sectores bolivarianos —sobre todo militares, como Mosquera y Herrán— y, por consiguiente, se alejó de otros sectores progresistas que no habían entrado en la guerra.
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